Boletín N° 606-13
INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un Fondo para la Capacitación y Formación Sindical.

Honorable Senado:
Vuestra Comisión de Trabajo y
Previsión Social tiene el honor de informaros el proyecto de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, para el que ha hecho presente la urgencia, con calificación de "simple".
A la sesión en que la Comisión
estudió esta iniciativa legal asistió el Honorable Diputado señor Rodolfo Seguel Molina. Concurrieron, además, especialmente invitados, la señora Subsecretaria del Trabajo subrogante, doña Paulina Veloso Valenzuela, y los abogados asesores de esa Secretaría de Estado don Patricio Novoa Fuenzalida y don Juan Esteban Montes Ibáñez.
                                                   2.-

DISCUSION GENERAL
El Mensaje con que S.E.  el
Presidente de la República dio inicio a este proyecto de ley expresa que el Fondo de Capacitación y Formación Sindical cuya creación se propone tendrá por objeto financiar actividades de capacitación y formación sindical, principalmente para los socios de las organizaciones sindicales, con el fin de contribuir a la promoción y desarrollo de un sindicalismo moderno y tecnificado en el marco de nuevas relaciones laborales más participativas e integradoras.
El    referido   Fondo    se
constituirá con el aporte que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos de la Nación, y tendrá una duración de cuatro años desde la entrada en vigencia de la ley que lo establece.
                                  El  contenido de  las actividades de capacitación y formación susceptibles de ser financiadas con este Fondo estará referido a materias vinculadas con las finalidades de las organizaciones sindicales, y pueden postular a dicho financiamiento todas aquellas, de cualquier nivel, que estén legalmente constituidas.
                  La asignación de los recursos estará a cargo de un Consejo Resolutivo de seis miembros, quienes actuarán como jurado, procurando la más adecuada distribución de los recursos disponibles entre las organizaciones postulantes, de acuerdo a los criterios que se establecen en el proyecto.

3.-

Por    su    parte,     las
organizaciones beneficiarias del financiamiento estarán obligadas a rendir cuenta documentada del destino de los fondos que les sean entregados.

- - -
La  señora  Subsecretaria del
Trabajo subrogante, doña Paulina Veloso, explicó ante la Comisión que este proyecto integra el conjunto de iniciativas de ley originadas en el Ejecutivo que tienen por objeto reformar la legislación laboral y hacerla más equitativa, armónica y equilibrada. Uno de esos aspectos que se ha querido perfeccionar con ese propósito es el fortalecimiento de las organizaciones sindicales. La idea del Ejecutivo es tender hacia el bipartismo en las relaciones laborales, y, para lograr que sean las partes las que establezcan las condiciones de trabajo y el estatuto que va a regir a los trabajadores en la empresa, se requiere que haya un equilibrio entre ellas, por lo tanto, un poder sindical que sea organizado y preparado en lo técnico, en todos los aspectos de defensa de los derechos de los trabajadores y de negociación con la empresa.

Este es un proyecto transitorio -puntualizó-, que establece un fondo por cuatro años, y parte de la base de que hoy día esa relativa igualdad de los interesados no existe en la medida en que se quisiera, ya que no hay la suficiente fortaleza del movimiento sindical, por ejemplo, para que se realicen negociaciones colectivas en la mayor cantidad posible de empresas, y no sea el Estado continuamente requerido para modificar la legislación. Todavía la cifra de negociaciones  colectivas es muy baja, y lo es, entre 

4.-
otras causas, porque no existe un desarrollo adecuado de las organizaciones sindicales.
Señaló que el fondo que se
propone crear cuenta con financiamiento estatal -fijado para su primer año en $ 240 millones-, y tiene el propósito de que los trabajadores puedan educarse tanto en aspectos relacionados con lo sindical -ya sea negociación colectiva, contabilidad de la empresa, dirección de la empresa-, como materias vinculadas con la organización sindical misma y, por esta vía, lograr un sindicalismo moderno, preparado, tecnificado, que permita efectuar proposiciones responsables, con bases correctas, en las negociaciones colectivas, haciendo posible en definitiva la obtención de acuerdos más sólidos y estables.
Agregó   que   un   Consejo
Resolutivo conocerá las proposiciones de las organizaciones sindicales de efectuar cursos de capacitación y los beneficiarios, y decidirá a quienes se les otorga financiamiento, hasta agotar el monto consultado año a año en la Ley de Presupuestos, teniendo en vista los criterios que le fija la ley.
Se ha buscado que este Consejo
Resolutivo esté conformado por personas que den suficiente seguridad de que se va a resolver en la forma más racional y justa posible, sin que medien consideraciones ajenas al proyecto mismo. La fiscalización del uso de estos recursos, por su parte, queda entregada al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.
- - -

5.-
El H.  Senador señor Thayer
aseguró que el objetivo del proyecto, en cuanto crea un Fondo para Capacitación y Formación Sindical, es plausible desde todo punto de vista, porque una democracia representativa no puede funcionar en el mundo laboral sin una organización sindical fuerte y adecuadamente preparada, sobre todo en el marco de la economía social de mercado.
Estando  de  acuerdo  en  la
conveniencia de establecer un Fondo y aplaudiendo la destinación importante de recursos que propone el Ejecutivo para la capacitación sindical, manifestó no obstante su absoluta discrepancia con el criterio de que sean los propios interesados quienes manejen dichas cantidades.
Puso  énfasis  en  que  los
organismos sindicales tienen su patrimonio, y deben ser libérrimos para administrarlo y establecer las formas de participación de sus miembros. Pero, cuando es el Estado quien asigna recursos para un propósito, han de ser entidades técnicas, objetivas, las que determinen su asignación. 
                                 El proyecto, en su opinión, adopta un sistema híbrido, en que encarga la administración al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, pero con la particularidad de que éste no puede intervenir en lo esencial de ella, que es decidir a quienes se entregarán los Fondos correspondientes. Eso lo determina el Consejo Resolutivo, que está constituido, fundamentalmente, por entes interesados en el manejo de los fondos, que van a preferir a sus afiliados en cuanto a la asignación de recursos y no necesariamente a 

6.-
quienes presenten los mejores programas y las mayores garantías de buen aprovechamiento de esos dineros. Simultáneamente, se encomienda la fiscalización al mismo Servicio, pero esa atribución tampoco puede extenderse a la distribución de recursos que hará el Consejo Resolutivo.
La  composición  del  Consejo
Resolutivo también le mereció reparos, toda vez que la Sociedad Chilena de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social y la Asociación Gremial de Abogados Laboralistas son entidades privadas, muy respetables, pero que mañana podrían disolverse y, no obstante, quedarían consagradas nominativamente en la ley. Le pareció un mal principio, que ha combatido en otros proyectos de ley, consagrar legalmente a una institución privada determinada, cuya persistencia, duración y objetivos depende de su propia decisión interna, y además, puede aplicar cualquier procedimiento para designar sus representantes.
                              Personalmente, se inclinó por la participación de entidades especializadas, como por ejemplo los departamentos correspondientes de las universidades, quienes podrían optar ante el Fondo, proponiendo sistemas para asignar esos recursos a programas adecuados de capacitación sindical, y las entidades que presenten los mejores programas serían las que reciban tales recursos.
                                  El H. Senador señor Pérez subrayó que el artículo 1°, inciso tercero, de la Constitución Política, obliga al Estado a garantizar la adecuada autonomía de los grupos intermedios para cumplir sus propios fines específicos, y, para que éstos revistan tal calidad de "propios", deben ser

7.-
establecidos por los mismos cuerpos intermedios. Le está vedado al Estado, entonces, debido a la autonomía garantizada por el constituyente, determinar los fines de cualquier cuerpo intermedio, situación que ocurriría si el legislador impone a una central sindical o a una asociación gremial la función de intervenir en la asignación de recursos públicos.
Adujo que una participación
voluntaria, desde el momento que fuere aceptada por la central sindical o por la asociación gremial, violaría disposiciones constitucionales y de rango orgánico constitucional. En efecto, en virtud de la garantía consagrada en el N° 15 del artículo 19 de la Constitución Política ninguno de esos organismos puede tener la representación de todos los trabajadores o de quienes desarrollen la respectiva actividad, pues nadie está obligado a pertenecer a una asociación, lo que ratifica el N° 16 del citado artículo, al establecer perentoriamente que ninguna ley o disposición de autoridad pública podrá exigir la afiliación a organización o entidad alguna, como requisito para desempeñar una determinada actividad o trabajo. Entonces, mal puede una central de trabajadores o una asociación gremial atribuirse una representación genérica y menos asignar recursos.

Asimismo -sostuvo-, constituiría una discriminación arbitraria entre los afiliados a esos organismos y quienes no lo estén, otorgar a los primeros el beneficio de contar con un representante que apoye sus méritos para acceder al financiamiento de sus proyectos de capacitación sindical.
8.-
Apuntó que, por otra parte, el
artículo 6° de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, no permite otorgar potestades públicas a entes que no formen parte de la Administración del Estado, y, todavía más, toda la institucionalidad administrativa del país descansa en el principio fundamental de que sólo los funcionarios públicos pueden ejercer atribuciones de carácter público, como es la asignación de recursos que tienen igual calidad.
El Tribunal Constitucional, en
sus fallos de 29 de febrero de 1988 y de 16 de marzo de 1992, ambos recaídos en la legislación municipal, ha resuelto también que a los órganos del Estado les está vedado, dentro del marco constitucional de distribución de competencias, trasladar funciones que les son propias, a entes ajenos.
Además  de  esos  reparos  de
constitucionalidad, estimó que algunas de las disposiciones del proyecto, en cuanto contemplan la creación de un Consejo Resolutivo encargado de administrar la asignación de los recursos del Fondo, tienen rango orgánico constitucional.
Explicó que, de acuerdo a la
sentencia del Tribunal Constitucional de 3 de diciembre de 1990, dictada con ocasión de la Ley General de Pesca y Acuicultura, la creación de estos consejos debe ser establecida por normas de carácter orgánico constitucional y no por ley común. En efecto, sostiene dicho fallo que, si bien es cierto que en la organización de los ministerios y de los servicios públicos pueden existir organismos con denominaciones distintas a las señaladas en los artículos 24 y 29 de

                                                      9.-

la ya mencionada ley N° 18.575, éstos deben ser creados por ley aprobada con ese quórum especial, pues en estricto derecho y en consideración al artículo 60 de la Constitución, que fija en forma expresa el campo de acción de la ley, no es posible delegar en la ley común lo que la Constitución, en su artículo 38, delega en la ley orgánica constitucional -al entregarle la determinación de la organización básica de la administración pública-, ya que ambas emanan de la propia Carta Fundamental. De lo contrario, es decir, si se permitiera tal delegación, se transgrediría abiertamente todo el sistema constitucional.
En consecuencia, opinó que la
creación de un Consejo Resolutivo, que contempla el proyecto, debería ser aprobada con el voto de los 4/7 de los diputados y senadores en ejercicio, puesto que, de lo contrario, se produciría un vicio de inconstitucionalidad en la forma.
Postuló, por otro lado, que la
capacitación y formación sindical deberían insertarse en una política sobre capacitación laboral, traducida en disposiciones generales sobre la materia que conformen un cuerpo orgánico, como el decreto ley N° 1446, de 1976, Estatuto de Capacitación y Empleo.

Hizo hincapié, además, en que
el proyecto establece que sólo los trabajadores
sindicados legalmente, que ascienden a 700.000, pueden
postular al financiamiento, con lo que quedan excluidos
3.800.000 trabajadores que no tienen organización
sindical y que son los que más necesitan de la
capacitación y formación sindical, para organizarse y
defender en mejor forma sus intereses.

10.-

Agregó que, a la luz del rol
subsidiario del Estado, los fondos públicos deben estar orientados a aquellas personas que más los necesitan. Entre destinar recursos públicos a cuerpos intermedios, como las organizaciones sindicales, que tienen patrimonio propio, o a capacitar desempleados que carezcan de medios de subsistencia, opta por lo segundo, porque cree que ahí está la verdadera línea de la solidaridad que debe tener la sociedad y el Estado que la representa, con las personas que están en una situación de marginalidad.
Por  las  razones  expresadas,
hizo saber su desacuerdo con el proyecto, en los términos en que está concebido.
El H. Senador señor Calderón
destacó que, si se analiza la situación de las organizaciones sindicales, especialmente de regiones, se apreciará la necesidad que tienen de contar con el tipo de capacitación a que se refiere el proyecto, que constituye una permanente demanda de su parte y va en el sentido del sindicalismo moderno que tanto se pide por parte de empresarios y de trabajadores.
                           La consideró una necesidad vital, que cede en beneficio de esta relación de trabajadores y empresarios en un nuevo nivel, en un mundo moderno. 
                     _ Afirmó que le hubiese gustado que el Fondo fuese un mecanismo permanente y no transitorio, así como que se contemplasen mayores recursos, pero aceptaba las proposiciones de la iniciativa, sobre la base de que reflejan lo que se puede dar por el momento.

                                                   11.-






Se declaró partidario de considerar una distribución regional del Fondo, de forma tal que al menos la mitad fuese destinada a las regiones. Hizo presente que en su región hay pocos trabajadores sindicados, por lo que el monto a distribuir allí sería mínimo; en otras sería considerablemente superior, pero de todas formas se afianzaría la idea de que los recursos vayan directamente a las regiones y no se repartan de manera centralizada.
    Presentó  indicaciones,  para
ser consideradas durante la discusión particular, orientadas en esa dirección, haciendo notar que disponía de diversos cálculos que las avalaban.
Informó  que,  en virtud de
ellas, se dispone que el 50% de los recursos que asigne anualmente la ley de presupuestos debe ser distribuido en las regiones, en proporción al porcentaje de trabajadores sindicados que cada una de ellas tenga.
        
 Además, junto al Consejo Resolutivo, se consulta la existencia de Consejos Resolutivos Regionales, que desarrollarían sus mismas funciones en cada región y estarían integrados por un representante elegido por las organizaciones sindicales de la respectiva región -las que participarán en la elección a través de un voto ponderado que tenga relación con el número de trabajadores afiliados que representen-, un profesional especialista en el área de relaciones laborales -designado por las organizaciones sindicales a través del mismo procedimiento-, y un representante de las instituciones de educación superior con asiento en la respectiva región. 
12.-
El  H.  Senador  señor  Pérez
apoyó los planteamientos del H. Senador señor Calderón en cuanto a la necesidad de reforzar la regionalización, destacando que, desde la reforma constitucional contenida en la ley N° 19.097, existe una disposición categórica en el artículo 3° del texto fundamental, en orden a que la administración del Estado será funcional y territorialmente descentralizada, o desconcentrada en su caso, lo que se traduce en la obligación para el legislador de orientar inequívocamente las normas que dicte en un sentido regionalizador, que satisfaga los propósitos tenidos a la vista por el constituyente.
Por  tanto,  a  su  juicio,
resultaría un contrasentido y una infracción abierta al espíritu y a la letra de la Constitución que el Parlamento, prescindiendo de estos parámetros, legisle a favor de la centralización, en lo que respecta a la asignación de fondos por un órgano que funcionará en la capital del país.
El  H.  Senador  señor Palza
felicitó al Gobierno por el envío de este proyecto, que es una muy buena señal en el proceso de transición que vive el país, cuyos propósitos se alcanzarán en la medida que haya participación, y para que ella se produzca respecto de los trabajadores, deben dárseles los medios para lograr acercarlos al nivel de capacitación que tiene el sector empresarial.
Afirmó que no es bueno para la
sociedad chilena que, frente a empresas tecnificadas, modernizadas, con buenas asesorías, la parte laboral se encuentre recién empezando a caminar con una organización 
13.-
que ni siquiera recoje a la mayoría de los trabajadores. Por eso es una iniciativa muy apropiada, y piensa que ningún sector del Parlamento debería oponerse a la idea de legislar sobre esta materia, para dar una clara evidencia de que es hora de que las organizaciones sindicales empiecen a prepararse y a capacitarse. De otra manera, no se generaría la capacidad suficiente para obtener los grandes consensos que quieren conseguir tanto empresarios como trabajadores.
Consideró que una situación
distinta es que, mediante algunas indicaciones, pueda mejorarse el articulado de este proyecto de ley. En este sentido, anunció su intención de participar en indicaciones que persigan regionalizar los recursos.
Expresó su interés, también,
de que cuando quiera postular una organización sindical de provincias como Arica, Iquique o Parinacota, tenga la posibilidad de entrar en una interlocución válida con algún organismo cercano a ella, y no tenga que someterse a un mecanismo que la obligue a acudir a Santiago. Por eso cree que hay que afinar la idea de un Consejo central, para caminar en la orientación que señalan las normas constitucionales y legales sobre Gobierno y Administración Regional y sobre Municipalidades, a fin de que se produzca participación en todo el país, ya que no está dispuesto a seguir entregando más poderes de decisión a la capital, en desmedro de las otras regiones del país.
La señora Subsecretaria del
Trabajo subrogante hizo presente que no advertía problemas de constitucionalidad en esta iniciativa. Le pareció  fácil encontrar  en  el  ordenamiento  jurídico
14.-
nacional varios ejemplos en que recursos del Fisco son administrados por entes que no tienen personalidad jurídica de derecho público, por ejemplo, los aportes que se efectúan a las corporaciones que administran liceos técnico profesionales o establecimientos de salud.
Por otro  lado,  señaló que,
cuando la Constitución asegura la igualdad ante la ley, no está impidiendo que se establezcan requisitos para ejercer determinados derechos. En este caso, la idea del Ejecutivo es que la posibilidad de recibir capacitación sindical esté abierta a todos los trabajadores, si bien quienes pueden recurrir a ella son las organizaciones sindicales.
Explicó   que   el   Gobierno
decidió que este Fondo no fuera administrado por el Estado en lo que respecta a la asignación de recursos, porque estimó que, estando destinados a un fin relacionado con el movimiento sindical, podría entenderse como una cierta interferencia política. Ese es un punto de mucha sensibilidad, muy delicado, y por eso conviene que esa labor la cumpla un órgano distinto, que tenga rasgos de imparcialidad.
                       La participación de los propios trabajadores, esto es, de los interesados en el Consejo Resolutivo, esta especie de jurado, no es mayoritaria, y se juzgó necesaria -como también se establece en la mayoría de los países en que existe este tipo de Fondos- porque se piensa que, tratándose de un beneficio que está destinado a las organizaciones sindicales, ellas deben tener participación en la administración de los recursos.
15.-
El  Ejecutivo  concuerda en.
buscar que este Consejo tenga el máximo de imparcialidad, que asegure que su decisión sea lo más técnica y transparente posible, pero sí cuidando que allí estén representados los trabajadores y sus organizaciones sindicales.
Respecto     del     criterio
regional, indicó que aparece recogido en el artículo 8°, letra c), como uno de los que debe considerar el Consejo Resolutivo, sin perjuicio de que el Gobierno está llano a que se mejore su consagración en el proyecto.
Desde otro punto de vista,
señaló que el decreto ley N° 1446, de 1976, sólo tiene normas sobre la capacitación de tipo ocupacional, de manera que con esos recursos no se puede capacitar en estos aspectos de desarrollo del movimiento sindical. Por eso se ha pensado en algo distinto, que en todo caso demanda un monto muy inferior al que se destina al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo para esos otros efectos.

El H. Senador señor Thayer dio a conocer su impresión de que hay algunos aspectos que deben decantarse a fin de acercarse a una solución de consenso. 

Cree, primeramente, que nadie puede oponerse a que se asignen recursos a fin de hacer posible una más eficaz participación de los organismos sindicales en la democracia representativa.
Observó  que,   luego   de  lo anterior, si tuviere que resolver de inmediato el asunto
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en particular, no tendría obstáculos en asignarle a un organismo como el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, que, por estar especializado en la capacitación de tipo ocupacional parece ser el organismo del Estado en mejores condiciones para estos propósitos, el manejo de recursos que tengan por finalidad dar capacitación y formación a dirigentes sindicales.
Establecería,        asimismo
-añadió-, los mecanismos para que pudiesen optar a este Fondo, desde luego, las organizaciones sindicales que quieran presentar proyectos destinados a dar capacitación a sus afiliados, pero también entidades o institutos especializados en educación o capacitación que ofrezcan cursos o programas que tengan por finalidad dar formación a dirigentes sindicales. Le parece que las universidades son entes que podrían competir con programas atendibles y atractivos para que les sean asignados recursos.

 Continuó reflexionando que
tiene que haber alguien que decida a este respecto. La
posibilidad de que el SENCE, para estos fines, opere
sobre la base de un informe técnico de un Consejo que
estudie y opine sobre las postulaciones, haciendo una
proposición respecto de su aprobación o rechazo, es un
camino que puede acercar a un tipo de solución.
                     Hizo este esbozo porque, en realidad, los recursos públicos tienen que ser asignados con mucho cuidado, y en general esa función debe cumplirse, en alguna instancia, por un organismo público ante el cual concurren, participan u optan proposiciones distintas.
17.-
Planteó la posibilidad de que
el Ejecutivo, eventualmente, estudiase una fórmula en esa línea, que pudiera conducir a una solución que reciba un amplio consenso, señalando que, en estos términos, no tendría inconvenientes en aprobar en general el proyecto.
Al  ponerse  el  proyecto  en
votación en general, el H. Senador señor Pérez manifestó que no votaría, en razón de un compromiso contraído con el H. Senador señor Hormazábal, quien no pudo asistir a la sesión por encontrarse enfermo.
- El proyecto fue aprobado en
general por los demás miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Calderón, Palza y Thayer.

- - -
DISCUSIÓN PARTICULAR
Al comienzo de la discusión
particular, el H. Senador señor Pérez reiteró que no votaría, por la razón consignada durante la votación en general.
El H.  Senador señor Thayer
anunció que, aunque compartía algunas disposiciones, se vería obligado a votar en contra de todas, mientras el Ejecutivo no propusiera modificaciones que permitiesen el despacho de la iniciativa con una fórmula de consenso generalizado.
18.-
El  H.  Senador  señor  Palza
declaró que era partidario de introducir perfeccionamientos de diversa índole a esta iniciativa, entre ellos los relativos a la distribución regional de los recursos, pero que prefería presentar las indicaciones durante la discusión en general en la Sala, a fin de pronunciarse en el segundo informe, una vez que el proyecto haya sido aprobado en general por la Corporación. 
El H. Senador señor Calderón
acogió ese criterio, manifestando que retiraba las indicaciones que habla formulado, reservándose el derecho para plantearlas de forma que sean debatidas por la Comisión durante el estudio de su segundo informe. Agregó con esa salvedad, al igual que el H. Senador señor Palza, anticipaba su voto favorable a los artículos aprobados en el primer trámite constitucional.
Artículo 1°
                             Crea un Fondo para la Capacitación y Formación Sindical, cuya única finalidad será la de financiar actividades de capacitación y formación sindical, principalmente de los socios de las organizaciones sindicales legalmente constituidas.
- Se aprobó con los votos a
favor de los HH. Senadores señores Calderón y Palza, y el voto en contra del H. Senador señor Thayer.
Artículo 2°
Dispone que el Fondo operará con los  recursos  que le  asigne la Ley de Presupuestos, 

19.-
y  será   administrado  por el  Servicio     Nacional de Capacitación y Empleo.
-   Fue  aprobado  con la misma votación anterior.
Artículo 3°
Regula   el   proceso   de
postulaciones para la obtención del financiamiento de programas de capacitación y formación sindical, en lo que se refiere a las organizaciones habilitadas para presentarlas y a los períodos de convocatoria.
            -  Quedó  aprobado con igual votación. 

Artículo 4°
 Exige que las actividades de
capacitación y formación que vayan a ser financiadas se refieran a materias vinculadas con el cumplimiento de las finalidades de las organizaciones sindicales.
-    Resultó  aprobado  con idéntica votación.
Artículo 5º
              Indica  los  antecedentes  que deberán contener las postulaciones que se efectúen.

-  Se aprobó con la votación ya expresada.
20.-
Artículo 6°
Encomienda  la asignación de
los recursos del Fondo a un Consejo Resolutivo, integrado por seis miembros ad honorem, que durarán cuatro años en sus funciones.
- Fue acogido, computándose
los votos antes expresados.
Artículo 7°
Establece la integración del
Consejo Resolutivo, que elegirá de entre sus miembros un Presidente y contará, como Secretario Ejecutivo, con un funcionario designado por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.
                      -  Quedó aprobado, registrándose la misma votación.
Artículo 8°
                                     Fija  los  criterios  conforme a los  cuales el Consejo Resolutivo resolverá la asignación
de los recursos.
- Resultó aprobado con la
votación antedicha.
Artículo 9°
Prescribe  la  extensión  del
financiamiento  que puede concederse  para el desarrollo de la respectiva actividad.
21.-
- Se acogió con la votación
ya indicada.
Artículo 10
Obliga a  las  organizaciones
sindicales beneficiarias a rendir cuenta documentada al Director Nacional del Servicio de Capacitación y Empleo, e impide a éste intervenir en las decisiones del Consejo Resolutivo.
- Fue aprobado con igual
votación.
Artículo 11
Sanciona a los que hicieren
aplicación indebida de los recursos provenientes de esta ley, con las penas de la estafa, que van desde presidio menor en su grado mínimo a máximo según el monto de lo defraudado, esto es, desde 61 días a 5 años.
- Quedó  aprobado,   al
registrarse la misma votación.
Artículo 12
Señala que  la duración del
Fondo  será de cuatro años  contados desde la vigencia de la ley.
-  Se aprobó, con la votación
antes mencionada.
22.-
Artículo 13
Faculta al Presidente de la
República para dictar las disposiciones reglamentarias que sean necesarias, dentro del plazo de seis meses.
- Quedó aprobado con idéntica
votación.
Artículo Transitorio
Consulta el financiamiento del
mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley durante el año en curso.
- Fue aprobado, al computarse
los mismos votos.

- - -
En  mérito  de  lo  expuesto
precedentemente, vuestra Comisión os propone que aprobéis el proyecto de ley en la misma forma en que fue despachado por la H. Cámara de Diputados, que es la siguiente:
PROYECTO DE LEY

"Artículo 1º.- Créase un
Fondo para la Capacitación y Formación Sindical, en
adelante el Fondo; su finalidad única será la de
financiar actividades de capacitación y formación
sindical, tales como cursos, seminarios y otras
actividades análogas, y cuyos destinatarios serán
principalmente los socios de las organizaciones
sindicales legalmente constituidas.
23.-
-
Artículo 2º.- El Fondo
operará con los recursos que anualmente le asigne la
Ley de Presupuestos de la Nación y será administrado
por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.
Artículo 3º.-  Podrán postular
a la obtención del financiamiento de actividades de capacitación y formación sindical para sus asociados, todas las organizaciones sindicales, de cualquier nivel, que estén legalmente constituidas. Dos o más organizaciones sindicales podrán postular conjuntamente al financiamiento de una misma actividad.
Las postulaciones se harán una
vez al año en la forma y oportunidad que determine el Reglamento. El período de postulación no podrá ser inferior a treinta días y deberá asegurarse la publicidad nacional de su convocatoria. En el evento de resultar un excedente de los recursos del Fondo para un año calendario, el Consejo que se establece por el artículo 6º podrá convocar, en similares términos, a un período extraordinario de postulaciones.
Artículo 4º.- El contenido de
las actividades de capacitación y formación a cuyo financiamiento se postule, deberá ser referido a materias vinculadas con el cumplimiento de las finalidades de las organizaciones sindicales, señaladas en la ley o en los respectivos estatutos.

                            Artículo 5º.- La postulación deberá contener, a lo menos, los siguientes antecedentes:

                            a)   la     individualización

 menos,  los  siguientesualización
precisa y clara de la o las organizaciones postulantes, el área de actividad a que se adscribe y el número de sus respectivos asociados;
                                       b)  la  descripción  de  la
actividad a cuyo financiamiento se postula, señalándose sus características, contenido, duración y beneficiarios;
c)    la    individualización
precisa y clara de la persona natural o jurídica que impartirá la actividad de que se trate, y

d) la suma correspondiente al
financiamiento que se solicita, el que podrá ser total
o parcial y su justificación.
24.-
Artículo 6º.-  La asignación
de los recursos del Fondo será resuelta por un Consejo Resolutivo integrado por seis miembros, quienes actuarán como jurado y adoptarán sus decisiones por la mayoría de sus integrantes. Los miembros del Consejo Resolutivo durarán cuatro años en sus funciones y no percibirán remuneración alguna en el ejercicio de su cargo.
                             Artículo  7º.-  El  Consejo Resolutivo estará integrado de la siguiente forma:
1.  Un  representante  de  la
Sociedad Chilena de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.
2.  Un representante de  las
Facultades de Ciencias Económicas y Administrativas nombrado por los Decanos de las Universidades que gocen de plena autonomía conforme a la ley.
de  la
                               3. Un  representante Asociación Gremial de Abogados Laboralistas.

4. Un representante sindical designado por la Central Sindical de mayor representatividad acreditada.

5. Un profesional especialista en el área de relaciones laborales, designado por la Central Sindical de mayor representatividad acreditada.
6. Un especialista en Derecho
del Trabajo y Relaciones Laborales designado por la unanimidad de los restantes integrantes del Consejo Resolutivo.
El     Consejo     Resolutivo
designará al integrante señalado en el número 6 precedente, en la misma sesión en que se constituya, y no podrá iniciar sus actividades sin antes efectuar el referido nombramiento.
Los  integrantes del Consejo
Resolutivo elegirán entre sus miembros un Presidente. Actuará como Secretario Ejecutivo, un funcionario designado por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.

Artículo 8º.- El Consejo Resolutivo adoptará sus resoluciones, procurando la más adecuada distribución de los recursos disponibles entre todas las organizaciones postulantes, y atendiendo fundamentalmente, a los siguientes criterios:
25.-
a) el número de asociados de
la o las organizaciones postulantes y su representatividad dentro del área de actividad o de servicios en la que se adscriben;
b) la tasa de crecimiento de
la o las organizaciones postulantes o del área de actividad o de servicios en la que se adscriben;
c) la procedencia geográfica
de la o las organizaciones postulantes y la adecuada distribución regional de los recursos, procurándose el financiamiento de actividades en todas las regiones del país;
d) el costo de la actividad y
su justificación, así como las posibilidades alternativas de financiamiento que puedan tener la o las organizaciones postulantes;
e) la existencia y desarrollo
de una estructura para la formación sindical en la o las organizaciones postulantes, y
f) la calidad y experiencia de
las personas naturales o jurídicas que impartirán las actividades de formación y capacitación de que se trate.
Articulo     9º.-     Podrán
financiarse total o parcialmente todos los costos necesarios para el desarrollo de la actividad de que se trate. No obstante, los gastos de alojamiento, alimentación y movilización de los participantes, sólo podrán financiarse en cuanto resulten indispensables para la realización de la misma.
Artículo      10.-      Las
organizaciones beneficiarias del financiamiento de actividades de formación y capacitación sindical deberán rendir cuenta de su realización y de los fondos asignados a ésta al Director Nacional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, a quien, en virtud de sus facultades de administración y dirección, le compete la supervigilancia del Fondo a que se refiere esta ley. Tal cuenta deberá ser documentada y deberá efectuarse dentro de un plazo de treinta días desde que haya finalizado la actividad financiada por el Fondo. El incumplimiento de tal obligación por parte de la o las organizaciones respectivas, se considerará como un antecedente negativo para futuras postulaciones de financiamiento y podrá acarrear, incluso, la imposibilidad de nuevas postulaciones.

                                      26.-

                        No obstante su función de supervigilancia, el Director Nacional del SENCE no podrá intervenir en caso alguno en las resoluciones que adopte el Consejo Resolutivo respecto de las solicitudes de financiamiento que le corresponda conocer.







Artículo 11.-  El que diere una aplicación indebida de los recursos provenientes de  esta ley será sancionado, conforme al artículo 470 del Código Penal, con las penas establecidas en el artículo 467 del mismo.







Artículo 12.- El Fondo que establece la presente ley tendrá una duración de cuatro años a partir de la fecha de vigencia de la misma. Transcurrido ese lapso se extinguirá por el solo ministerio de la ley.







Artículo 13.- Facúltese al Presidente de la República para que dentro del plazo de de seis meses, a contar de la fecha de vigencia de esta ley, dicte las normas reglamentarias que resulten necesarias.





     Artículo transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 1992, se financiará mediante transferencias de hasta 240 millones de pesos desde el ítem 50-01-03-25-33.104 del Tesoro Público, Fisco, Operaciones Complementarias, del Presupuesto del año 1992.”.




Acordado en sesión celebrada el 7 de octubre de 1992, con la asistencia de los HH. Senadores    señores    Humberto   Palza     Corvacho
27.-
(Presidente) Rolando Calderón Aránguiz,  Ignacio Pérez Walker y William Thayer Arteaga.
octubre de 1992
Sala de la Comisión, a 9 de
JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA Secretario
